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AL-DEST- IJU –004-2021 

INFORME JURÍDICO 

 
LEY DE INCENTIVOS PARA LA PROMOCIÓN DE LA 

FORMALIZACIÓN DE LA ECONOMÍA 
 

EXPEDIENTE No 20.944 

I.- RESUMEN DEL PROYECTO: 

 

El proyecto pretende crear incentivos para que las empresas pasen de la 
informalidad a la formalidad, mediante un plazo de gracia de cuatro años a partir 
de su formalización, período durante el cual gozarán de exoneraciones de las 
cargas obrero - patronales que cobran otras Instituciones del Estado diferentes de 
los rubros de seguros de enfermedad y maternidad (SEM) y vejez invalidez y 
muerte (IVM) de la Caja,  siendo que éstos últimos no se modifican; o sea los 
exoneraciones son sobre los aportes al Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), el 
Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), el Banco Popular y Asignaciones 
Familiares que representan un poco más de la cuarta parte de las cuotas obrero 
patronales. 

También se otorga un incentivo de exoneración escalonada para el pago del 
impuesto sobre la renta por cuatro años, empezando desde la exoneración total el 
primer año, hasta un 75%, un 50% y un 25% en los restantes tres años. 

Se contiene, además, como un beneficio adicional del pago del 50% de las primas 
de riesgos de trabajo durante ese período de excepción de cuatro años y la 
modificación expresa a la regla que permite a las empresas industriales que inician 
actividades contabilizar las pérdidas de un período durante los siguientes cinco 
años posteriores.  Esta regla se modifica para hacerla extensiva a todas las 
empresas y no solo las industriales como lo establece la ley vigente. 

Para la formalización se crea una ventanilla única donde las empresas deberán 
inscribirse como contribuyentes, como patronos ante la seguridad social y como 
pequeñas empresas ante el MEIC.  La operación de esta ventanilla única se le 
entrega a la Cámara de Comercio de Costa Rica. 

Posteriormente, el proyecto reforma todas las leyes especiales que establecen los 
respectivos porcentajes que se pagan a las Instituciones concernidas en las 
cuotas obrero – patronales para ajustar la concordancia normativa con esta 
exoneración temporal que se está otorgando. 
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El proyecto se cierra con una norma que obliga a devolver lo percibido con 
intereses en caso de haber incurrido en error o engaño a la Administración sin 
perjuicio de otras responsabilidades y con el deber de reglamentar la ley. 

II.- ANÁLISIS DE FONDO 

El proyecto pretende crear incentivos para la formalización de nuevas empresas 
por un plazo de cuatro años, considerando que los primeros años de una empresa 
son los más difíciles cuando se está consolidando.  

Estos incentivos consisten en exoneraciones del pago de cargas sociales, - no las 
que se relacionan con la Caja Costarricense del Seguro Social -, sino las que se 
pagan a otras instituciones en las cuotas obrero – patronales, y en concreto los 
aportes al Banco Popular, el Instituto Nacional de Aprendizaje, el Instituto Mixto de 
Ayuda Social y Asignaciones Familiares; y también completan una exoneración en 
el pago del impuesto sobre la renta escalonado en tractos del 25% durante los 
primeros cuatro años contados a partir de la formalización; además de la 
ampliación de la regla que permite trasladar pérdidas a otros períodos fiscales 
para efectos del pago de impuesto sobre la renta. 

Todos estos beneficios de política fiscal, de principio son discrecionales y 
responden a una valoración de oportunidad política de los señores y señaras 
legisladoras y solo tendrían como limitante los principios jurídicos generales de 
igualdad y no discriminación, y de razonabilidad y proporcionalidad, ninguno de los 
cuales está siendo aplicado de forma indebida en las exoneraciones planteadas, 
porque se aplican en condiciones generales, y son razonables al fin y objeto que 
se proponen. 

Entonces, por el fondo, por la idea de legislar, en la medida que el proyecto 
consiste en el otorgamiento de beneficios fiscales y exoneraciones bajo ciertas 
condiciones, el asunto es discrecional y no presenta problemas jurídicos de 
eventuales problemas de inconstitucionalidad o de ningún otro tipo. 

Problema aparte presenta el de la exoneración del pago de las primas de las 
pólizas de riesgos del trabajo, porque el precio de éstas no es un impuesto, sino 
como su nombre lo indica una prima de riesgo; ello significa que responde a 
estudios técnicos y a una relación de siniestralidad que el proyecto desconoce al 
rebajar arbitrariamente las pólizas y afecta las finanzas de las Institución o el 
equilibrio de precios de las primas. 

Lo anterior de principio y sin perjuicio de los problemas de técnica legislativa que 
indicamos a continuación en el apartado siguiente. 
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Problemas de técnica legislativa 

 
Dicho lo anterior, el proyecto presenta problemas de técnica legislativa que 
eventualmente afectarían la operatividad o aplicación de la ley. 

Es particularmente grave el aspecto de indeterminación sobre el momento en que 
se considera formalizada una empresa. 

La formalización implica operar bajo el marco legal, pero dicho marco ni es único 
ni se refiere a un solo proceso, sino que implica muchos actores y trámites 
diferentes para situaciones distintas. 

El proyecto parece desconocer esa situación y asimila el concepto de 
formalización con la inscripción ante una ventanilla única, con lo cual crea todavía 
más confusión, pues un ente coordinador ante otras instituciones como una 
ventanilla única, ni tiene personalidad jurídica, ni realiza inscripciones. 

De principio falta definir cuáles son las “inscripciones” que otorgan en su conjunto 
ese proceso de formalización.  El proyecto en ocasiones lo relaciona con 
inscripción ante la ventanilla única, lo cual es del todo incorrecto, en otra lo 
relaciona con la inscripción como contribuyente ante Hacienda o ante la Caja 
Costarricense del Seguro Social, sin aclarar si es solo inscripción como patrono, y 
en algún otro artículo, incluso lo refiere al Registro PYME de la Ley 8262. 

Todos esos son efectivamente procesos de formalización, pero debe aclararse de 
principio cuáles de todos son esenciales, o sí todos ellos son necesarios en su 
conjunto. 

Advertimos que el registro PYME ya conlleva la inscripción como contribuyente, o 
ante la Caja como patrono, y admite también las “obligaciones laborales” como 
pago de pólizas de riesgos ante el Instituto Nacional de Seguros. 

En general, el proyecto no llega a precisar con claridad en qué consiste 
propiamente la formalidad, y el momento en que ésta ocurre, o a partir de la 
inscripción ante cuáles entidades se tiene por acreditada. 

Este es un problema grave de técnica legislativa, pues todos los beneficios que 
pretende crear el proyecto tienen relación con esta “formalización”, que sin 
embargo no llega a quedar definida con certeza. 
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Cuestiones conceptuales o de oportunidad y conveniencia política 

Observamos otras cuestiones que más que errores de técnica legislativa, son 
conceptuales o incluso de oportunidad y conveniencia. 

Así en particular la decisión de crear una Ventanilla Única para trámites 
centralizados ante entes públicos, pero administrada por una Asociación, o sea 
una persona o sujeto de derecho privado como lo es la Cámara de Comercio. 

Esta decisión de otorgar funciones públicas a un ente privado produce varios 
inconvenientes más allá de “privatizar” una función del Estado indebidamente.  

En primer lugar, la Cámara de Comercio es una representación sectorial, que no 
es amplia y no representa los intereses de todo tipo de empresarios ni de los 
trabajadores, pero que además no está constituida para una labor como la que le 
está encomendando el proyecto.   

Incluso es cuestionable la exoneración temporal que se concede sobre el 
impuesto sobre la renta, en la medida que la norma reitera un beneficio que ya 
existe en la ley, pero que, en todo caso, la legislación vigente ya contempla un 
trato diferenciado con razón de las utilidades generadas y que incluso 
eventualmente podría llegar hasta ser más beneficioso. 

Anteriormente también mencionamos que la exoneración sobre primas a pólizas 
de riesgo del trabajo en la forma en que se hace es un asunto que atenta 
directamente contra la técnica en este aspecto. 

Pero incluso hay una cuestión más de fondo que conviene revisar.  El proyecto 
parte de un diagnóstico acertado: la informalidad se produce cuando “los costos 
de la formalización superan los beneficios”.   

El proyecto intenta reducir costos de formalización, al menos de un modo 
temporal.  La pregunta que cabría hacerse es que si pese a esa reducción de 
costos, la relación costo – beneficio no sigue siendo determinante.   

Dicho en otras palabras: los costos de la formalización son una obligación jurídica 
(impuestos) y en sí mismos difícilmente representen ninguna ventaja pese a su 
reducción.   

La actividad empresarial está sujeta a cargas y obligaciones que pueden 
representar beneficios indudables en primer lugar para los trabajadores y para el 
Estado que recolecta impuestos, pero que deben ser asumidos por las empresas 
sin una relación de proporcionalidad estricta en el plano económico de los 
beneficios que reciben de parte del Estado.   



 
 

7 
 

El incentivo para pagar es la obligación legal. En la mayoría de los casos no existe 
incentivo económico, la “formalización” no otorga unas ventajas que compensen 
sus costos, o solo en casos muy especiales, pero no como regla general.   

Esto es importante tenerlo en cuenta, pues el rebajo de las cargas sociales, parcial 
o temporal, será solo eso: una rebaja de los costos, pero no necesariamente una 
forma de invertir la relación mencionada como problema de base de la 
informalidad.   

En ese sentido, toda la propuesta podría tener la grave limitación que por más 
incentivos que otorgue, no sea suficiente para promover un cambio significativo en 
el tema de la informalidad o que tenga un efecto muy limitado. 

Pero por el contrario, tal como se señala en el análisis del articulado, las medidas 
que se proponen para la creación de nuevas empresas pueden ser fácilmente 
asumidas por empresas ya existentes y formalizadas en aras de disfrutar los 
beneficios, con lo cual, se podría incluso estar provocando un descenso en los 
ingresos en impuestos de las Instituciones concernidas respecto a la recaudación 
actual, con lo cual el efecto podría ser hasta contraproducente si no se toman las 
debidas precauciones. 

Como conclusión general, esta asesoría considera que el proyecto contiene 
graves defectos de técnica legislativa y problemas conceptuales, que hacen que la 
propuesta deba ser revisada en términos generales para no afectar su viabilidad 
jurídica.   

La propuesta en su estado actual debe ser depurada y revisada pues de 
aprobarse en esas condiciones podría generar problemas serios de aplicabilidad y 
operatividad. 

III.- ANÁLISIS DEL ARTICULADO 

 

LEY DE INCENTIVOS PARA LA PROMOCIÓN DE LA 
FORMALIZACIÓN DE LA ECONOMÍA 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

ARTÍCULO 1- Objeto 

El enunciar el objeto de una ley más que un contenido jurídico concreto, sirve para 
indicar los principios orientadores en la interpretación y aplicación de la ley. 

Aquí el objeto indicado es brindar facilidades para que las personas físicas y 
jurídicas se constituyan como nuevas empresas. 
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Tal como se afirma en la exposición de motivos “…la informalidad surge cuando 
los costos de circunscribirse al marco legal y normativo de un país son superiores 
a los beneficios que ello conlleva.” 

Según esa visión, la “formalización de empresas” puede verse como una relación 
de equilibrios entre los costos y los beneficios de tal formalización. 

Este proyecto va en la línea de reducir los costos de la formalidad, en una forma 
significativa, pero solo durante los primeros cuatro años de vida de una empresa. 

Queda por verse si la formalidad trae además algún beneficio económico concreto 
a la empresa aparte de la regularización en sí misma, pues es claro que sí lo es 
para los trabajadores y para el Estado que recauda impuestos, pero es bastante 
más difuso en cuanto a los intereses específicos de la propia empresa como tal. 

Como quiera que sea, el proyecto trabaja solo la vertiente de reducir costos, -
aunque sea solo temporalmente – y no la de los eventuales beneficios. 

ARTÍCULO 2 - Ámbito de aplicación 

La ley aplica “a toda persona física o jurídica que se constituya como nueva 
empresa”, por un período de cuatro años “desde su formalización”, hecho el cual 
el artículo 4 del proyecto liga al momento de inscripción ante la ventanilla única de 
la Cámara de Comercio. 

En su momento nos referiremos a ese contenido por el fondo en las normas que 
posteriormente desarrollan esos aspectos, pero baste por ahora decir que esta 
norma tiene un error material evidente. 

Se incluyó un último párrafo tercero, que no solo tiene un contenido truncado 
evidentemente sin relación con el texto de la norma que hace referencia a la 
exposición de motivos, sino que la disposición es absolutamente contradictoria y 
sin sentido, pues si la formalización consiste en la inscripción ante la Cámara de 
Comercio, este último párrafo dispone que los beneficios se extinguen a partir de 
esa inscripción. 

Todo este párrafo es un evidente error material, y debe ser excluido. 

ARTÍCULO 3 - Definiciones 

Este artículo incluye las definiciones, que habría que entender solo “a efectos de la 
ley” pues claramente no deberían pretender modificar el sentido de conceptos ya 
establecidos en otras normas del ordenamiento jurídico. 
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De hecho, se observa que la mayoría de las definiciones carecen de suficiente 
precisión jurídica lo que las hace innecesarias, y que sería mejor recurrir a simples 
remisiones a conceptos ya existentes. 

Los tres primeros incisos no son propiamente definiciones sino simplemente 
acrónimos de la Cámara de Comercio, el Banco Popular y la Caja Costarricense 
del Seguro Social. 

Muy defectuosa y realmente inútil, la definición de contribución o carga social, que 
según la fórmula empleada podría ser desde un precio hasta no necesariamente 
un impuesto. 

Las cargas sociales como tales en nuestro medio tienen un específico sentido 
que la definición no recoge y que se relaciona con los impuestos de la seguridad 
social.  Como sea, una definición tan laxa como la que incluye el proyecto 
realmente no tiene ninguna utilidad y bien podría ser eliminada sin ninguna 
consecuencia.1 

Lo mismo puede decirse de la definición de impuesto sobre la renta.  En nuestro 
ordenamiento basta y es más preciso referirlo a su fundamento jurídico: la Ley No 
7092.  Es innecesario y menos preciso ensayar cualquier otra definición como lo 
intenta el proyecto. 

La inscripción o registro es realmente el único concepto especial de esta ley, 

que como se dijo está desarrollado en el artículo 4 del proyecto, pero la definición 
también es muy defectuosa desde el punto de vista de técnica jurídica y tiene 
graves problemas de indeterminación.  

En primer lugar, la inscripción o registro es un acto formal que va más allá de la 
presentación de requisitos y es la respectiva resolución de conformidad con éstos. 

Pero, en segundo lugar, esta definición no es conforme con el artículo 4 que es el 
que desarrolla el concepto de formalización. 

                                            
1 Véase el concepto del Reglamento (Decreto Ejecutivo 39.295) a la Ley 8262 en su artículo 3 
inciso 7: “Cargas sociales: Corresponde a las sumas que todo empresario (a) debe depositar - 
según la Ley correspondiente- en un organismo oficial; por concepto de cargas sociales que 
corresponden a los siguientes rubros: Seguro de Enfermedad y Maternidad (SEM) (por cuota 
obrero/patronal); Invalidez vejez y muerte (IVM) (cuota obrero/patronal), Asignaciones familiares; 
Aporte Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), Aporte del Instituto Nacional de Aprendizaje (INA); 
Aporte Trabajador Banco Popular, Aporte Patrono Banco Popular, Fondo de Pensiones 
Complementarias Obligatorio; Fondo de Capitalización Laboral; Fondo de Desarrollo Social y 
Asignaciones Familiares; cuota del Instituto Nacional de Seguros (INS) u otros recargos por 
presentación tardía de las cuotas de SEM/IVM/otras.” 
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Según el artículo 4 siguiente, la formalización es el acto de inscribirse ante la 
ventanilla única.  Según está definición, la inscripción es la presentación de los 
requisitos para ser incluido en los sistemas de la Caja y de Hacienda. 

Pero más adelante, en el artículo 7 donde desarrolla el concepto de Ventanilla 
Única, dice que es a efectos de inscripción como contribuyente (Hacienda), como 
patrono (ante la Caja) y ante el SIEC (registro Pyme). 

No es lo mismo una ventanilla única que podría ser una especie de intermediario o 
facilitador de los registros, que la inscripción formal ante los respectivos entes. 

Como se verá más adelante, el proyecto no aclara esta indeterminación, y es una 
omisión grave del proyecto. 

En el inciso 10) de este mismo artículo se incluye una definición de “formalización” 
que es igualmente poco técnica y precisa y que no resulta útil. 

Las definiciones tanto de formalidad como informalidad son igualmente 

imprecisas, pues “operar dentro de los marcos legales y normativos de la actividad 
económica” es un concepto sumamente abstracto y genérico que necesita 
concretarse. 

El marco normativo de la actividad económica es muy amplio, y se refiere a 
muchos aspectos particulares: puede comprender desde estar inscrito como 
contribuyente, como patrono ante la Seguridad Social, como de otorgar todas las 
garantías laborales a los trabajadores, o referirse incluso solo a la misma legalidad 
de sus actuaciones y su regulación específica para cada sector. 

Estos conceptos en realidad no aclaran nada, ni son útiles a la hora de precisar los 
conceptos. 

Empresa: En este caso el proyecto sí opta por una remisión a una ley específica, 
que es la que contiene la Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas 
Empresas (Ley PYMES)2. 

Pero entonces observamos que el concepto de “empresa” sería formal, pues la 
Ley N°8262 aunque contiene una definición en su artículo 3 de PYME, termina 
exigiendo como requisitos de formalidad cumplir dos de tres requisitos: pago de 

                                            
2 Ley de Fortalecimiento de las Pequeñas y Medianas Empresas, Ley No 8262 de 2 de mayo 2002: 
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRT
C&nValor1=1&nValor2=48533&nValor3=117549&param2=2&strTipM=TC&lResultado=11&strSim=
simp. Reglamentada por Decreto Ejecutivo No. 39.295 del 22 de junio de 2015: 
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRT
C&nValor1=1&nValor2=80601&nValor3=120150&param2=1&strTipM=TC&lResultado=1&strSim=si
mp  

http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=48533&nValor3=117549&param2=2&strTipM=TC&lResultado=11&strSim=simp
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=48533&nValor3=117549&param2=2&strTipM=TC&lResultado=11&strSim=simp
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=48533&nValor3=117549&param2=2&strTipM=TC&lResultado=11&strSim=simp
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=80601&nValor3=120150&param2=1&strTipM=TC&lResultado=1&strSim=simp
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=80601&nValor3=120150&param2=1&strTipM=TC&lResultado=1&strSim=simp
http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=NRTC&nValor1=1&nValor2=80601&nValor3=120150&param2=1&strTipM=TC&lResultado=1&strSim=simp
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cargas sociales, inscripción como contribuyente ante Hacienda, o cumplimiento de 
obligaciones laborales que se traduce como pago en las pólizas de riesgo del INS. 

Como quiera que sea, las definiciones no tienen propiamente un contenido 
jurídico, pero están diseñadas para precisar la aplicación de otras normas de la 
ley.  En este caso la deficiente técnica jurídica con que han sido elaboradas no 
contribuye a ese objetivo, y por tanto no son útiles. 

ARTÍCULO 4 - Formalización 

Dispone que “se considerará como fecha de formalización el momento a partir del 
cual la empresa se inscribe ante la ventanilla única de ACCCR.” 

Aquí hay una imprecisión importante que conviene aclarar: 

Mientras la definición del artículo anterior relaciona la inscripción con su inclusión 
ante los sistemas de la Caja y de Hacienda (tal como hace el artículo 3 de la Ley 
PYME), tal como también apunta la propia definición de formalización del inciso 10 
ya comentado, este artículo 4 simplemente lo relaciona con la ventanilla única que 
después crea. 

Ya se mencionó que en el posterior artículo 7 también se va a exigir el registro 
PYME (que de hecho contempla los dos anteriores). 

El concepto de una ventanilla única como tal es la de un intermediario.  No parece 
posible relacionar la formalidad con esta etapa intermedia o de facilitación de 
trámites. 

La formalización como tal conviene referirla de forma clara y precisa a alguno de 
los supuestos esenciales.  La Ley PYME, como ya se indicó, opta por exigir dos  
de tres inscripciones esenciales.  

La conveniencia parece exigir que esta inscripción o formalización sea 
precisamente ante la Caja, pero entonces hay que aclarar que debe hacerse como 
patrono, pues en el caso de personas físicas no valdría el simple registro como 
independiente, y ante la Tributación como contribuyente. 

Reiteramos que la técnica jurídica de la norma se presta para mucha 
indeterminación y conviene aclarar y precisar los términos, en especial este de 
formalización que es esencial en todo el proyecto, pues de él derivan todos los 
beneficios que posteriormente se establecen. 

 
 
 
 



 
 

12 
 

CAPÍTULO II 
REQUISITOS PARA ACCEDER A LOS BENEFICIOS 

ARTÍCULO 5 - De los beneficios 

 

La norma dispone que los beneficios creados solo pueden ser aprovechados por 
una única vez, y no pueden ser prorrogados o transferidos. 

Consideramos que el propósito de la ley es muy claro, pero observamos que la 
operatividad del sistema que se crea es muy débil y puede prestarse fácilmente 
para eludir o abusar el contenido de esta norma. 

Lo anterior, porque en el caso de las personas jurídicas es muy simple cambiar de 
razón jurídica para proceder a “un nuevo registro”, con lo cual en la práctica se 
puede estar gozando de estos beneficios con relativa simplicidad. 

Dado que la definición de persona jurídica es formal y se concreta en esa misma 
formalidad, no hay medio de evitar considerar como nueva empresa, a quien se 
constituya con una nueva personalidad jurídica, aún cuando mantenga todos sus 
elementos fácticos comunes.    

Así, una simple fusión o adopción de otra estructura jurídica bastaría para 
constituir una unidad productiva estable como una “nueva empresa”. 

Esto no es propiamente un problema jurídico sino una observación operativa, 
como lo que se percibe como un instrumento sencillo para eludir esta disposición, 
con el consiguiente perjuicio para la colectividad. 

Como una respetuosa sugerencia nos permitimos valorar lo siguiente: 

Si bien la nueva inscripción como contribuyente en todos los casos puede resultar 
“nueva” con un simple cambio de razón social, no sucede así con respecto a los 
trabajadores incluidos en la planilla de la Caja. 

Entonces como una forma de evitar la elusión de la norma, bien puede pensarse 
que el beneficio solo se puede utilizar una vez respecto de cada trabajador inscrito 
por primera vez ante la Seguridad Social, pues quien ha sido “formalizado” como 
trabajador en planillas por primera vez, ya no podría serlo en sucesivas veces, con 
lo cual se crea un mecanismo que impide la elusión antes indicada. 

Sobra decir que esto limita el beneficio, y no solo en la forma que se pretende de 
referir su disfrute a una única vez, sino más allá de eso, pues una “nueva 
empresa” no podría iniciar o formalizarse nunca con trabajadores que ya hayan 
sido previamente inscritos ante la seguridad social. 
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En todo caso, se hace la observación como un asunto de conveniencia y 
oportunidad sobre la operatividad práctica del beneficio. 

ARTÍCULO 6 - Requisitos para recibir los beneficios de esta ley 

Establece los requisitos para recibir los beneficios que otorga la ley: 

En el inciso a) simplemente se reitera la disposición anterior de que solo se 

pueden recibir por una única vez los beneficios, por los cuales un requisito es no 
haber recibido el beneficio con anterioridad. 

El inciso b) dispone no “haber estado registrado con anterioridad ante la CCSS”.  

Esta disposición requiere un matiz, porque una persona perfectamente puede 
haber estado registrado como trabajador asalariado o como trabajador 
independiente previamente.  Suponemos que el “registro nuevo” debe solo 
referirse a la condición de patrono. 

La norma carece de precisión y convendría intentar delimitar su contenido, pues 
puede hacer nugatorio todo el sistema de beneficios en el sentido que 
posiblemente existan muy pocas personas que nunca hayan estado registradas en 
la Caja bajo alguna condición. 

El inciso c) que exige mantenerse al día con las obligaciones tributarias que no 

sean objeto de exoneración, debe relacionarse con la aplicación periódica del 
beneficio en el tiempo. 

La única manera de determinar que una persona se mantiene al día con sus 
obligaciones tributarias es mediante el portal respectivo del Ministerio de 
Hacienda3, lo que implica obviamente ya estar inscrito como contribuyente, o sea 
estar en la formalidad en este aspecto; la cual se daría solo a partir del momento 
de la inscripción. 

La norma debería precisarse, pues el concepto de “obligaciones tributarias” 
incluye muchos tributos de administraciones tributarias diferentes, las cuales se 
prueban o demuestran en registros diferentes y no todas son relevantes a los  
beneficios que aquí se establecen. 

La norma requiere precisión respecto a los impuestos en particular que deben 
estar al día.  Suponemos que debería ser referido a los que administra la Dirección 
General de Tributación de Hacienda y no otros. 

                                            
3 https://www.hacienda.go.cr/ATV/frmConsultaSituTributaria.aspx (visitado el 24 de abril 2020). 

https://www.hacienda.go.cr/ATV/frmConsultaSituTributaria.aspx


 
 

14 
 

En el inciso d) también se requiere precisar cuáles son las obligaciones laborales 

no exentas, pues éstas pueden entenderse desde el simple pago de salarios hasta 
la obligación de mantener pólizas de riesgos del trabajo. 

Finalmente, el inciso e) cuyo requisito es estar inscrito ante el SIEC, igual que las 

obligaciones tributarias es a futuro y no como un requisito de primera inscripción, 
por razones obvias. 

El registro ante el SIEC o Registro PYME implica obviamente la formalización de 
la empresa y el disfrute de los beneficios, sobre todo fiscales que otorga la Ley 
8262.  Al exigir dicho registro para los beneficios que se otorgan en esta ley, se 
entiende que son concurrentes y no excluyentes. 

CAPÍTULO III 

VENTANILLA ÚNICA CENTRALIZADA PARA LA 
FORMALIZACIÓN DE NUEVAS EMPRESAS 

ARTÍCULO 7 - Ventanilla única 

Este artículo dispone la creación de una ventanilla única y ahora sí aclara con 
precisión cuales son los registros que comprenden la formalización: Hacienda, 
ante la Caja como patrono, y como PYME según la Ley 8262. 

La Ventanilla Única es solo una instancia de intermediación de trámites, por tanto, 
su función es solo tramitadora, pero no inscribe a nadie propiamente, sino que el 
registro debe completarse ante cada Institución respectivamente. 

Ese proceso de facilitador de trámites también limita sus funciones:  la agilización 
de los procesos sigue siendo competencia de cada institución pública y no hay 
instituciones privadas involucradas en este proceso como erróneamente se indica. 

En general, las funciones y competencias de la Ventanilla Única requieren una 
definición más precisa, sino es que es solo un espacio coordinado de tramitación. 

ARTÍCULO 8 - Administración del sistema 

Entrega “la administración del sistema” de ventanilla única a la Cámara de 
Comercio y obliga a las Instituciones a “colaborar” y “autorizar el personal” de 
ventanilla. 

Esta norma es nuevamente muy imprecisa desde el punto de vista técnico, y tiene 
graves errores de concepto que conviene aclarar. 

En primer lugar y lo más importante de todo, la Asociación Cámara de Comercio 
de Costa Rica es un sujeto privado, no ente público no estatal como podrían serlo 
los colegios profesionales. 
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La Cámara de Comercio se rige por su ley específica como sujeto de derecho 
privado, sus fines y objetivos son la defensa de los intereses gremiales, los cuales 
pueden ser muy particulares y en ocasiones hasta contradictorios con los del 
Estado o de sus trabajadores, por ejemplo. 

La Cámara es una asociación patronal (que no incluye la representación de los 
intereses labores primordialmente), además no es general, sino tan solo sectorial. 

La Cámara de Comercio representa a los comerciantes, sea a un subsector 
económico del sector servicios, pero no incluye ni contempla a todos los que no se 
dedican profesionalmente a la intermediación o distribución de bienes y servicios 
sino que los comercializan directamente como productores: entiéndase desde los 
productores agropecuarios, pasando por el sector industrial y terminando en todas 
las actividades del sector servicios que no se clasifican propiamente como 
comerciales. 

Más grave aún, la Cámara, aunque no tiene un fin exclusivamente de lucro, no 
afilia gratis a sus miembros, sino que cobra por ello.  Entregarle una función 
delegada del Estado a un ente privado, es simplemente favorecerlo 
indebidamente, además que podría ser contrario al derecho de libre asociación, y 
eventualmente inconstitucional, pues estaría supeditando la concesión de un 
beneficio público a la pertenencia a una asociación privada4. 

Finalmente, podría decirse, además, que si el objetivo de esta ventanilla única es 
el registro ante el SIEC (que para tales efectos incluye el registro como 
contribuyente y como patrono), entonces solo vendría a ser una innecesaria y mal 
conceptuada duplicidad de una función que ya desarrolla el MEIC, precisamente 
con su sistema de registro PYME, o sea el propio SIEC. 

Todo este concepto de ventanilla única tramitadora ubicada en un ente privado, 
sufragada o mantenida por entes públicos es erróneo, y debe revisarse 
completamente para no restar viabilidad al proyecto. 

ARTÍCULO 9 - Obligación de implementación 

Definido el concepto de ventanilla única, este artículo impone a las Instituciones 
involucradas el deber de desplegar las acciones necesarias para su 
implementación. 

Siendo esta norma un corolario o derivado de su anterior, y habiendo señalado 
graves problemas al concepto básico del cual se deriva este concepto de 

                                            
4 Constitución Política de la República de Costa Rica: “ARTÍCULO 25.- Los habitantes de la 
República, tienen derecho de asociarse para fines lícitos. Nadie podrá ser obligado a formar 
parte de asociación alguna.” (el subrayado no es del original) 
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ventanilla única administrado por un ente privado, como accesorio, todo lo 
anteriormente indicado, puede aplicarse igualmente a este artículo que es mera 
derivación del anterior. 

CAPÍTULO IV 
BENEFICIOS TEMPORALES 

Este capítulo contiene la parte sustantiva del proyecto porque define los beneficios 
o incentivos a la formalización, de forma temporal (cuatro años).  

ARTÍCULO 10 - Aporte patronal 

La norma exonera de la totalidad del pago, por cuatro años, los rubros que 
adelante se desarrollan. 

Nuevamente el proyecto es confuso y poco preciso cuando supedita los beneficios 
a “la inscripción ante la Ventanilla Única”.  En el proyecto realmente no queda 
claro si se crea un nuevo registro como tal, que es independiente del de las 
propias instituciones concernidas. 

En este punto, el proyecto carece de precisión técnica y debe hacerse un 
importante esfuerzo por precisar este punto fundamental. 

Los rubros o componentes del aporte patronal que se están exonerando son los 
siguientes, en porcentajes sobre el salario reportado de los trabajadores:5 

1. FODESAF  (corresponde a un 5%) 
2. IMAS.  (corresponde a un 0,50%) 
3. BPDC. (corresponde a un 0,25%) 
4. INA.  (corresponde a un 1,50%) 

Todas estas exoneraciones corresponden a un total de 7,25%, lo cual representa 
un poco más de la cuarta parte de toda la carga de las cuotas obrero patronal, que 
en total significa un 26,50%, representando la exoneración un 27,358% de ese 
total. 

Efectivamente quedan por fuera lo respectivo a la Caja Costarricense del Seguro 
Social (seguro de enfermedad y maternidad SEM) y el régimen de pensiones de 
invalidez vejez y muerte (IVM), ambos en conjunto representando un 14,5% de las 
cuotas patronales, y los aportes establecidos en la Ley de Protección al 
Trabajador que en conjunto suman un 4,75%6 

                                            
5 Véase el sitio web oficial de la Caja Costarricense del Seguro Social para calcular cuotas: 
https://www.ccss.sa.cr/calculadora (vistada el 27 de abril 2020). 
6 La Ley de Protección al Trabajador, Ley No 7983 del 16 de febrero de 2000.  Estableció un 
régimen de pensiones complementarias, creando la obligación para los patronos de los siguientes 

https://www.ccss.sa.cr/calculadora
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La exoneración de impuestos como la que aquí se propone de principio no tiene 
ningún problema jurídico y es un asunto de conveniencia y oportunidad política, 
que deben valorar discrecionalmente los señores y señoras Diputadas. 

La exoneración temporal efectivamente no tendría ningún impacto en las finanzas 
de las Instituciones concernidas por tratarse de “empresas nuevas” que al estar 
operando en la informalidad igualmente no están pagando cargas sociales, salvo 
lo indicado previamente que el mecanismo podría ser utilizado fácilmente por 
empresas formales, con lo cual se podría estar abriendo una posibilidad a un 
eventual desfinanciamiento o reducción de las contribuciones actuales. 

ARTÍCULO 11 - Sobre el pago del seguro de riesgos del trabajo 

Exonera por el mismo plazo de 4 años, el 50% de las primas de las pólizas del 
riesgo de trabajo. 

El costo de estas primas es diferente según el tipo de actividad del trabajador, y se 
calcula sobre el monto asegurado.7 

Aquí el problema de esta exoneración es que está influyendo en un precio que no 
es antojadizo sino que supuestamente se calcula con criterios técnicos, y que al 
intervenirlo en forma arbitraria o bien está desfinanciando a una Institución que 
opera en régimen de competencia (si bien el INS es el único proveedor del seguro 
de riesgos de trabajo por disposición legal8), o se estaría trasladando su costo de 
atender incidentes al resto de patronos. 

A diferencia de los impuestos que son contribuciones a favor del Estado que no 
tienen ninguna relación con la función o mandato legal que brindan, en el caso de 
los seguros el precio de las pólizas tiene directa relación con el funcionamiento del 
sistema de reintegros, máxime cuando el asegurador responde por la totalidad de 
la cobertura. 

Por lo anterior, aunque de principio es posible intervenir los precios legalmente 
como propone el artículo, hasta el punto de exonerarlos, la norma debe ser 
revisada desde el punto de vista de la oportunidad y conveniencia operativa y aquí 
respetuosamente sugerimos remitirnos al criterio de los expertos en la materia 

                                                                                                                                     
aportes: Un 0,25% adicional a favor del Banco Popular, un 3% destinado al Fondo de 
Capitalización Laboral, un 0,50% a la pensión complementaria; y un 1% para el INS, todo lo cual 
suma un 4,75% 
7 La última actualización de las tarifas disponibles en el portal de la SUGESE, corresponde al año 
2017 (consultada el 27 de abril 2020) está disponible en la siguiente dirección electrónica : 
https://www.sugese.fi.cr/seccion-seguros-obligatorios/SegurosRT/Tarifas_RT_sector_privado_a_partir01_01_7.pdf 
8 Por así disponerlo expresamente el artículo 193 del Código de Trabajo.  La Ley Regulatoria del 
Mercado de Seguros. 

https://www.sugese.fi.cr/seccion-seguros-obligatorios/SegurosRT/Tarifas_RT_sector_privado_a_partir01_01_7.pdf
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haciendo las consultas respectivas, en particular al INS y la SUGESE9 que para 
efectos de trámite legislativo el primero tiene consulta obligatoria en tratándose de 
un asunto propio de su competencia autónoma. 

ARTÍCULO 12 - Pago del impuesto de renta 

Establece una exoneración escalonada del impuesto sobre la renta en el plazo 
que se otorgan los beneficios (4 años) que va desde el 100% el primer año, 75% 
para el segundo, 50% para el tercero y un 25% para el cuarto. 

La exoneración es tanto para personas físicas como para personas jurídicas. 

Lo primero que hay que decir es que la terminología es muy imprecisa, porque la 
exoneración se otorga no sobre las actividades empresariales, sino sobre las 
utilidades que es sobre lo que corresponde pagar impuestos. 

Más allá de eso, la concesión de estos beneficios es un asunto discrecional que 
de principio no tiene ningún problema jurídico. 

Sin embargo, los beneficios de esta norma se sobreponen a los que ya establece 
la propia Ley del Impuesto sobre la Renta en el  modificado artículo 15, que es el 
que establece las tarifas del impuesto, según la última modificación operada en 
virtud de la Ley del Fortalecimiento de las Finanzas Públicas de final del año 
2018.10 

Las tarifas que establece el mencionado artículo 15 diferencian entre personas 
físicas y personas jurídicas o empresas. 

Para empresas o personas jurídicas se establece una tarifa general del 30% sobre 
las utilidades, pero se admiten como excepción unas tarifas reducidas y 
escalonadas para montos menores de ingresos. 

Pero para lo que interesa aquí, para las PYMES que se encuentren inscritas como 
tales en el Registro PYME, también se establece una tarifa escalonada que es 
idéntica a la que propone el proyecto, con la única diferencia que no contempla el 
último tracto del 25% del cuarto año, sino que limita el beneficio solamente a 3 
años, y termina entonces la exoneración en el 50%. 

Transcribimos el artículo en lo que interesa:  

                                            
9 La Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Ley No 8653 del 7 de agosto de 2008, dispone en 
su artículo 29 inciso e) la competencia de la Superintendencia General de Seguros SUGESE para 
autorizar las tarifas de los seguros, incluidos los obligatorios. 
10 Ley de Fortalecimiento de las Finanzas Públicas, Ley No 9635 del 3 de diciembre de 2018. 
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ARTÍCULO 15.- Tarifa del impuesto. A la renta imponible se le aplicarán las tarifas que a 
continuación se establecen. El producto así obtenido constituirá el impuesto a cargo de las 
personas a que se refiere el artículo 2º de esta ley. 

a) Personas jurídicas: Treinta por ciento (30%). 
(…)  
A efectos de lo previsto en este inciso b), las micro y las pequeñas empresas inscritas ante 
el Ministerio de Economía, Industria y Comercio (MEIC), o ante el Ministerio de Agricultura y 
Ganadería (MAG) podrán aplicar la escala tarifaria prevista en este inciso, conforme a las 
siguientes condiciones, las cuales aplicarán a partir de su primer año de operaciones: 

i. Cero por ciento (0%) del impuesto sobre el impuesto a las utilidades el primer año 
de actividades comerciales. 
ii. Veinticinco por ciento (25%) del impuesto sobre el impuesto a las utilidades el 
segundo año de actividades comerciales. 
iii. Cincuenta por ciento (50%) del impuesto sobre el impuesto a las utilidades el 
tercer año de actividades comerciales. 

(…)” 

Como se observa, la propuesta del proyecto con respecto a empresas 
prácticamente reproduce lo que ya establece la ley, con la sola excepción del 
último tracto indicado de 25% para el cuarto año, algo que no contempla la ley 
actual. 

Pero ese beneficio eventualmente podría no ser tal, si se toma en cuenta que la 
tarifa escalonada por monto de utilidades podría ser menos (va de 5% hasta 20% 
por tractos como regla general. 

Entonces aquí hay que advertir que el impuesto de renta se paga como porcentaje 
sobre utilidades.  Pagan poco quienes obtienen pocas utilidades, paga más quien 
obtiene muchas utilidades, independiente de su nivel de consolidación en el 
tiempo o de los años de operación de la empresa. 

El beneficio temporal que establece el proyecto para empresas nuevas ya existe 
en la ley.  El último tracto que agrega podría ni siquiera estar justificado pues bien 
la empresa tiene menos utilidades que el umbral de ingresos brutos de la tarifa 
disminuida, en cuyo caso la tarifa siempre será menor al 25% que propone el 
proyecto para ese último cuarto año de la exoneración temporal; u obtiene más 
utilidades que lo señalado en el umbral, razón por la cual resultaría contradictorio 
conceder entonces un beneficio. 

El proyecto extiende estas exoneraciones también a las personas físicas. 

Pero respecto a esto último también cabe la misma observación.  Ya la ley actual 
tiene un rango de tarifas disminuidas para quien genera pocos ingresos, incluida la 
exoneración total debajo de cierto umbral. 
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Si una persona física obtiene utilidades por encima de los umbrales diferenciados 
que establece la ley vigente, resulta cuestionable entonces otorgar exoneraciones. 

Véase el texto de la ley en cuanto a la tarifa para personas físicas:  

(…)  
c) A las personas físicas con actividades lucrativas se les aplicará la siguiente escala de tarifas sobre 
la renta imponible: 

i) Las rentas de hasta ¢3.732.000,00 anuales, no estarán sujetas al impuesto. 
ii) Sobre el exceso de ¢3.732.000,00 anuales y hasta ¢5.573.000,00 anuales, se pagará el 
diez por ciento (10%). 
iii) Sobre el exceso de ¢5.573.000,00 anuales y hasta ¢9.296.000,00 anuales, se pagará el 
quince por ciento (15%). 
iv) Sobre el exceso de ¢9.296.000,00 anuales y hasta ¢18.631.000,00 anuales, se pagará el 
veinte por ciento (20%). 
iv) Sobre el exceso de ¢18.631.000,00 anuales, se pagará el veinticinco por ciento (25%). 

(…)  

Reiteramos que la política fiscal es un asunto discrecional, pero si ya la ley 
contempla excepciones y tarifas preferenciales en atención al monto de las 
utilidades generadas, realmente queda sin mucho sustento el otorgar 
exoneraciones temporales. 

ARTÍCULO 13 - Renta imponible 

Esta norma es innecesaria y superflua pues remite a la aplicación de la ley en la 
forma que aplicaría de no establecerse nada.  No tiene ningún problema jurídico, 
por la misma razón de que no tiene contenido jurídico alguno. 

ARTÍCULO 14 - Otros beneficios 

Establece una exoneración genérica  “de cualquier tasa, impuesto, contribuciones, 
timbres, presentes o futuros que se imponga a las actividades económicas de las 
personas físicas o jurídicas amparadas bajo esta ley, por el plazo de cuatro años a 
partir de la respectiva inscripción ante la ventanilla única centralizada.” 

Esta norma reitera todos los problemas de falta de precisión y adecuada técnica 
jurídica que hemos venido señalando y agrega otros nuevos. 

En primer lugar, insiste en ligar la inscripción a la ventanilla única, aspecto sobre la 
que hemos abundado en señalar el error de concepto. 

Pero más importante es la indeterminación, y por tanto, violación del principio de 
legalidad tributario al disponer una exoneración genérica que no precisa 
adecuadamente los impuestos específicos que está exonerando. 
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La expresión abierta “de impuestos que se impongan a las actividades 
económicas” es tan abierto que puede significar muchas cosas según disímiles 
interpretaciones jurídicas. 

El grado de incerteza es demasiado alto para la materia odiosa de que se trata y 
vulnera el principio de legalidad tributaria, que siendo un derivado de la garantía 
constitucional de reserva legal en esta materia, ha sido desarrollado en normativa 
legal de la siguiente forma:11 

“Artículo 62.-Condiciones y requisitos exigidos. La ley que contemple exenciones debe 
especificar las condiciones y los requisitos fijados para otorgarlas, los beneficiarios, las 
mercancías, los tributos que comprende, si es total o parcial, el plazo de su duración, y si al 
final o en el transcurso de dicho período se pueden liberar las mercancías o si deben liquidar 
los impuestos, o bien si se puede autorizar el traspaso a terceros y bajo qué condiciones 
(…)” 

Una exoneración genérica como la propuesta no puede aceptarse, pues deja 
sujeta a interpretación qué impuestos contempla, ya que podría ir desde el 
impuesto de bienes inmuebles, patentes municipales, selectivo de consumo, 
aranceles, o cualquier otro imaginable, pues la norma no especifica ninguno. 

Esta indeterminación es un error grave de técnica legislativa que debe ser 
corregido. 

CAPÍTULO V 
REFORMAS 

El siguiente articulado que contiene reformas a otras leyes, como se verá en 
detalle, prácticamente solo son modificaciones de mera concordancia de las leyes 
y las modificaciones de fondo propuestas anteriormente. 

Se ha querido reformar el texto expresamente de las leyes relacionadas para 
darles congruencia con los beneficios aquí establecidos; sin embargo, en estricto 
sentido no eran jurídicamente necesarias, pues la norma no viene a operar una 
modificación expresa, sino que propone un contenido especial. 

ARTÍCULO 14 – Reforma Ley Constitutiva de la CCSS.  

Modifica los artículos 22 y 30 de la Ley N.º 17 de 22 de octubre de 1943, Ley 
Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social:  

Ley  Constitutiva de la CCSS Proyecto 

                                            
11 El artículo 62 citado corresponde al Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Código 
Tributario) Ley No 4755 del 3 de mayo de 1971.  Aunque su rango es legal, este principio de 
legalidad tributaria en realidad es una formulación derivada del principio de rango constitucional. 
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Artículo 22 - Los ingresos del Seguro Social se 
obtendrán, en el caso de los trabajadores 
dependientes o asalariados, por el sistema de triple 
contribución, a base de las cuotas forzosas de los 
asegurados, de los patronos particulares, el Estado y 
las otras entidades de Derecho Público cuando estos 
actúen como patronos, además, con las rentas 
señaladas en el artículo 24. 

 

 

 

 

Los ingresos del Seguro Social que correspondan a 
los trabajadores independientes o no asalariados se 
obtendrán mediante el sistema de cuotas establecido 
en el artículo 3 de esta ley. 

Artículo 22 - Los ingresos del Seguro Social se 
obtendrán, en el caso de los trabajadores 
dependientes o asalariados, por el sistema de triple 
contribución, a base de las cuotas forzosas de los 
asegurados, de los patronos particulares, el Estado y 
las otras entidades de derecho público cuando estos 
actúen como patronos, además, con las rentas 
señaladas en el artículo 24. 
Se exceptúan de este aporte las personas físicas 
y jurídicas amparadas bajo la Ley de Incentivos 
para la Promoción de la Formalización de la 
Economía que se encuentren registradas y que 
sean beneficiarias de la exoneración durante un 
plazo máximo de 4 años; no así de los rubros por 
seguro de maternidad y enfermedad e invalidez, 
vejez y muerte. 
Los ingresos del seguro social que correspondan a 
los trabajadores independientes o no asalariados se 
obtendrán mediante el sistema de cuotas establecido 
en el artículo 3° de esta ley. 

Ley  Constitutiva de la CCSS Proyecto 

Artículo 30 - Los patronos, al pagar el salario o 
sueldo a sus trabajadores, les deducirán las cuotas 
que éstos deban satisfacer y entregarán a la Caja el 
monto de las mismas, en el tiempo y forma que 
determine la Junta Directiva. 
 
 

El patrono que no cumpla con la obligación que 
establece el párrafo anterior, responderá 
personalmente por el pago de dichas cuotas. 
Cuando el patrono fuere el Estado o sus 
instituciones, y el culpable de que no se haga la 
retención fuere un trabajador al servicio de ellos, la 
responsabilidad por el incumplimiento será suya y se 
le sancionará con suspensión del respectivo cargo, 
durante quince días, sin goce de sueldo. En caso del 
traspaso o arrendamiento de una empresa de 
cualquier índole, el adquiriente o arrendatario 
responderá solidariamente con el trasmitente o 
arrendante, por el pago de las cuotas obreras o 
patronales que estos últimos fueren en deber a la 
Caja en el momento del traspaso o arrendamiento. 
Para que la Caja recupere las cuotas que se 
adeuden, se procederá de acuerdo con lo dispuesto 

Artículo 30 - Los patronos al pagar el salario o 
sueldo a sus trabajadores, les deducirán las cuotas 
que estos deban satisfacer y entregarán a la Caja el 
monto de las mismas, en el tiempo y forma que 
determine la Junta Directiva.  Se exceptúan de 
estas deducciones y entregas a la Caja las 
personas físicas y jurídicas establecidas en el 
artículo 22. 
El patrono que no cumpla con la obligación que 
establece el párrafo anterior, responderá 
personalmente por el pago de dichas cuotas.  
Cuando el patrono fuere el Estado o sus 
instituciones, y el culpable de que no se haga la 
retención fuere un trabajador al servicio de ellos, la 
responsabilidad por el incumplimiento será suya y se 
le sancionará con suspensión del respectivo cargo, 
durante quince días, sin goce de sueldo.  En caso de 
traspaso o arrendamiento de una empresa de 
cualquier índole, el adquiriente o arrendatario 
responderá solidariamente con el transmitente o 
arrendante, por el pago de las cuotas obreras o 
patronales que estos últimos fueren en deber a la 
Caja, en el momento del traspaso o arrendamiento.  
Para que la Caja recupere las cuotas que se le 
adeuden, se procederá de acuerdo con lo dispuesto 
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en el penúltimo párrafo del artículo 53 de esta ley. en el penúltimo párrafo del artículo 53 de esta ley. 

La reforma a estos dos artículos de las Ley Constitutiva de la Caja, además de 
que es realmente innecesaria, solo crea confusión. 

El proyecto no exonera las cargas sociales que los patronos deben pagar a la Caja 
por concepto de Seguro de Enfermedad y Maternidad (SEM) ni por el régimen de 
pensiones de Vejez, Invalidez y Muerte (IVM). 

Siendo así, no tiene sentido adicionar en la ley de la Caja unos párrafos que se 
relacionan con otras exoneraciones de leyes especiales (los otros aportes que 
cobran otras Instituciones en las cuotas obrero – patronales), para decir que no se 
exoneran los aportes a la Caja. 

La norma es redundante.  Se incluye un contenido nuevo para exonerarlo, cuando 
lo simple es no modificar nada. 

Si la adición al artículo 22 no tiene ningún sentido, la posterior reforma para remitir 
a esa adición sin sentido en el artículo 30, tiene todavía menos lógica. 

Se propone la reforma a dos artículos que realmente no aportan ningún contenido 
jurídico y solo vienen a crear confusión, por lo que la propuesta respetuosa es que 
deberían ser eliminados totalmente. 

ARTÍCULO 15 – Reforma Ley Orgánica del Banco Popular  

Modifica el inciso a) del artículo 5 de la Ley N.º 4351, de 11 de julio de 1969, Ley 
Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, cuyo texto dirá: 

Ley Orgánica Banco Popular No 4351 Proyecto 

Artículo 5º.- El fondo de trabajo se formará por: 
a) Un aporte del ½ % mensual sobre las 

remuneraciones, sean salarios o sueldos que 
deben pagar los patronos, los Poderes del 
Estado y todas las instituciones públicas; y 

 
 
 
 
 
b) Un aporte del 1% mensual sobre las 

remuneraciones, sean salarios o sueldos que 
deben pagar los trabajadores. 

Los patronos deducirán a los trabajadores su aporte 
y deberán depositarlo en el Banco en la forma y 

Artículo 5 - El fondo de trabajo se formará por:  
Un aporte del 0.5% mensual sobre las 
remuneraciones, sean salarios o sueldos que deben 
pagar los patronos, los Poderes del Estado y todas 
las instituciones públicas, exceptuando de este 
aporte los patronos físicos y jurídicos amparados 
bajo la Ley de Incentivos para la Promoción de la 
Formalización de la Economía que se encuentren 
registradas y que sean beneficiarias de la 
exoneración durante un plazo máximo de 4 años. 

a) Un aporte del 1% mensual sobre las 
remuneraciones, sean salarios o sueldos que 
deben pagar los trabajadores. 

Los patronos deducirán a los trabajadores su aporte 
y deberán depositarlo en el Banco en la forma y 
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plazos que determine el Reglamento de esta ley. plazos que determine el reglamento de esta ley. 

Aquí se ha tratado de hacer expresamente la concordancia con lo que ya se 
dispuso en el artículo 10 inciso 3) respecto al aporte al Banco Popular. 

La modificación es de mera concordancia.  En estricto sentido jurídico, tampoco es 
siquiera necesaria, pues la ley que se propone con este proyecto sería una ley 
especial cuyo contenido privaría sobre lo establecido por la ley general. 

Por un error material la adición no quedó numerada dentro de un inciso a) como la 
ley actual, pero es un asunto meramente formal. 

ARTÍCULO 16 -  Reforma a la Ley del IMAS 

Modifica el inciso a) del artículo 14 y el párrafo primero del artículo 15 de la Ley 
N.º 4760, de 4 de mayo de 1971, Ley de Creación del Instituto Mixto de Ayuda 
Social: 

Ley del IMAS Proyecto 

Artículo 14.- Para el cumplimento de los fines que le 
fija esta ley, el IMAS tendrá los siguientes recursos: 

a) Un aporte de los patronos de la empresa 
privada en general, correspondiente al 
medio por ciento mensual sobre las 
remuneraciones, sean salarios o sueldos, 
ordinarios o extraordinarios, que paguen a 
los trabajadores de sus respectivas 
actividades que estén empadronados en el 
INA y el Seguro Social o en el Banco 
Popular y de Desarrollo Comunal. 
También están obligados a pagar el aporte, 
a que se refiere este inciso, las instituciones 
autónomas del país, cuyos recursos no 
provengan del presupuesto general 
ordinario de la República. 

(…)  

 

Artículo 14 - Para el cumplimento de los fines que le 
fija esta ley, el IMAS tendrá los siguientes recursos: 

a) Un aporte de los patronos de la empresa 
privada en general, correspondiente al 
medio por ciento mensual (0,5%) sobre las 
remuneraciones, sean salarios o sueldos, 
ordinarios o extraordinarios, que paguen a 
los trabajadores de sus respectivas 
actividades que estén empadronados en el 
INA y el seguro social o en el Banco 
Popular y de Desarrollo Comunal. 
También están obligados a pagar el aporte, 
a que se refiere este inciso, las instituciones 
autónomas del país, cuyos recursos no 
provengan del presupuesto general 
ordinario de la Republica. 
Se exceptúan de este aporte las 
personas físicas y jurídicas amparadas 
bajo la Ley de Incentivos para la 
Promoción de la Formalización de la 
Economía que se encuentren registradas 
y que sean beneficiarias de la 
exoneración durante un plazo máximo de 
4 años. 

(…). 
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ARTICULO 15.- La contribución establecida en el 
inciso a) del  artículo anterior es permanente. 
 
(…)  

Artículo 15- La contribución establecida en el inciso 
a) del artículo anterior es permanente, con las 
excepciones allí indicadas. 
(…) 

Es simple concordancia con lo establecido en el artículo 10 del proyecto inciso 4). 

Nuevamente, la ley especial no opera una derogatoria o modificación de la ley 
general, sino que simplemente crea un nuevo supuesto.  Siendo así, la 
modificación es innecesaria, y menos aún la remisión que se incorpora en el 
artículo 14. 

La norma realmente no tiene contenido jurídico propio, sino que es mera 
concordancia, por lo que no tiene problemas jurídicos, pero es superflua. 

ARTÍCULO 17- Reforma Ley de Asignaciones Familiares.Modifica el inciso 

b) del artículo 15 de la Ley N.º5662, de 23 de diciembre de 1974, Ley de 
Desarrollo Social y Asignaciones Familiares. 

Ley de Asignaciones Familiares Proyecto 

Artículo 15 - El FODESAF se financiará de la 
siguiente manera:   
(…)  

b) Los patronos públicos y privados deberán 
pagar al Fondo un cinco por ciento (5%) 
sobre el total de sueldos y salarios que 
paguen mensualmente a sus trabajadores. 
Se exceptúan de este recargo al Poder 
Ejecutivo, al Poder Legislativo, al Poder 
Judicial, al Tribunal Supremo de Elecciones 
(TSE), a las instituciones de asistencia 
médico-social, las juntas de educación, las 
juntas administrativas y las instituciones de 
enseñanza superior del Estado, las 
municipalidades, así como a los patronos 
cuyo monto mensual de planillas no exceda 
el equivalente de un salario base 
establecido por la Ley No 7337 y los de 
actividades agropecuarias con planillas 
mensuales hasta el equivalente de dos 
salarios base establecidos en la Ley 
supracitada. 

 

Artículo 15 - El FODESAF se financiará de la 
siguiente manera: 
(…) 

b) Los patronos públicos y privados deberán 
pagar al Fondo un cinco por ciento (5%) 
sobre el total de sueldos y salarios que 
paguen mensualmente a sus trabajadores.  
Se exceptúan de este recargo al Poder 
Ejecutivo, al Poder Legislativo, al Poder 
Judicial, al Tribunal Supremo de Elecciones 
(TSE), a las instituciones de asistencia 
médico-social, las juntas de educación, las 
juntas administrativas y las instituciones de 
enseñanza superior del Estado, las 
municipalidades, así como a los patronos 
cuyo monto mensual de planillas no exceda 
el equivalente de un salario base 
establecido por la Ley No 7337, de 5 de 
mayo de 1993, Crea Concepto Salario 
Base para Delitos Especiales del Código 
Penal, y sus reformas, las de actividades 
agropecuarias con planillas mensuales 
hasta el equivalente de dos salarios base 
establecidos en la ley supracitada y las 
personas físicas y jurídicas amparadas 
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 bajo la Ley de Incentivos para la 
Promoción de la Formalización de la 
Economía que se encuentren registradas 
y que sean beneficiarias de la 
exoneración durante un plazo máximo de 
4 años. 

Es una norma de mera concordancia.  Aplica lo dicho para los anteriores casos. 

ARTÍCULO 18 - Reforma  Ley Orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje 

Modifica el inciso a) del artículo 15 de la Ley N.º 6868, de 6 de mayo de 1983, Ley 
Orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje. 

Ley del INA Proyecto 

Artículo 15.- El Instituto Nacional de Aprendizaje se 
financiará con: 
 

a) El uno coma cinco por ciento (1,5%) sobre 
el monto total de las planillas de salarios pagadas 
mensualmente por los patronos particulares de 
todos los sectores económicos cuando ocupen 
en forma permanente por lo menos a cinco 
trabajadores. 
Los patronos del sector agropecuario pagarán un 
cero coma cincuenta por ciento (0,50%) de ese 
monto total de sus planillas, siempre y cuando 
ocupen un número superior a diez trabajadores 
en forma permanente. 
 

 

 

 

b) El uno coma cinco por ciento (1,5%) sobre el 
monto total de sus planillas de salarios que 
deberán pagar mensualmente las instituciones 
autónomas, semi-autónomas y empresas del 
Estado. 

c) DEROGADO - 

ch) Los aportes de otros programas o 

Artículo 15 - Régimen Financiero (*) 
El Instituto Nacional de Aprendizaje se financiará 
con:  

a) El uno coma cinco por ciento (1,5%) sobre 
el monto total de las planillas de salarios 
pagadas mensualmente por los patronos 
particulares de todos los sectores económicos 
cuando ocupen en forma permanente por lo 
menos a cinco trabajadores. 
Los patronos del sector agropecuario pagarán un 
cero coma cincuenta por ciento (0,50%) de ese 
monto total de sus planillas, siempre y cuando 
ocupen un número superior a diez trabajadores 
en forma permanente. 
Se exceptúan de este aporte las personas 
físicas y jurídicas amparadas bajo la Ley de 
Incentivos para la Promoción de la 
Formalización de la Economía que se 
encuentren registradas y que sean 
beneficiarias de la exoneración durante un 
plazo máximo de 4 años. 
b) El uno coma cinco por ciento (1,5%) sobre 
el monto total de sus planillas de salarios que 
deberán pagar mensualmente las instituciones 
autónomas, semiautónomas y empresas del 
Estado. 

c) Derogado. 

ch) Los aportes de otros programas o 
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instituciones gubernamentales. 

d) Los ingresos por concepto de venta de 
productos, explotación de bienes y prestación de 
servicios a nacionales o extranjeros, generados 
por el Instituto como actividad ordinaria de sus 
programas de capacitación y formación 
profesional, conforme con el reglamento interno 
que al efecto se promulgará. 

e) Los préstamos internos o externos que 
contrate para la realización de sus fines.       

f) Los legados, donaciones y herencias que se 
acepten. 

Estarán exentas de pagar las contribuciones que 
indican los incisos a) y b), las municipalidades, 
instituciones públicas de educación superior, 
juntas de protección social y las instituciones 
educativas o de beneficencia de carácter privado, 
que carezcan de propósito de lucro.  

Transitorio - (…)  

instituciones gubernamentales.  

d) Los ingresos por concepto de venta de 
productos, explotación de bienes y prestación de 
servicios a nacionales o extranjeros, generados 
por el Instituto como actividad ordinaria de sus 
programas de capacitación y formación 
profesional, conforme con el reglamento interno 
que al efecto se promulgará.  

e) Los préstamos internos o externos que 
contrate para la realización de sus fines. 

f) Los legados, donaciones y herencias que se 
acepten. 

Estarán exentas de pagar las contribuciones que 
indican los incisos a) y b), las municipalidades, 
instituciones públicas de educación superior, 
juntas de protección social y las instituciones 
educativas o de beneficencia de carácter 
privado, que carezcan de propósito de lucro. 

Este artículo merece el mismo comentario respecto a la mera concordancia no 
necesaria de los artículos anteriores.  La norma propone reformar solo el inciso a) 
pero incorpora todo el resto del texto del artículo sin cambios. 

ARTÍCULO 19 – Reforma a Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Modifica el inciso g) del artículo 8 de la Ley No 7092, de 19 de mayo de 1988, Ley 
del Impuesto sobre la Renta, y sus reformas, cuyo texto dirá: 

Ley del Impuesto sobre la Renta Proyecto 

ARTICULO 8º.- Gastos deducibles. Son deducibles 
de la renta bruta: 
(…)  
g) Cuando en un periodo fiscal una empresa obtenga 
pérdidas, estas se aceptarán como deducción en los 
tres siguientes periodos. En el caso de empresas 
agrícolas, esta deducción podrá hacerse en los 
siguientes cinco periodos. 
Las empresas industriales que inicien actividades 
después de la vigencia de esta Ley también podrán 
deducir dichas pérdidas en los siguientes cinco 

Artículo 8 - Gastos deducibles. Son deducibles de 
la renta bruta: 
(…) 
g) Cuando en un período fiscal una empresa obtenga 
pérdidas, estas se aceptarán como deducción en los 
tres siguientes periodos.  En el caso de empresas 
agrícolas, esta deducción podrá hacerse en los 
siguientes cinco períodos. 
Las empresas que inicien actividades después de la 
vigencia de esta ley también podrán deducir dichas 
pérdidas en los siguientes cinco periodos, pero 
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períodos, pero después de cumplidos estos se 
regirán por la norma contenida en el primer párrafo 
de este inciso. 
La determinación de las pérdidas quedará a juicio de 
la Administración Tributaria y esta las aceptará 
siempre que estén debidamente contabilizadas como 
pérdidas diferidas. Aquellas empresas que, por su 
naturaleza, realicen actividades agrícolas o 
industriales combinadas con actividades 
comerciales, deberán llevar cuentas separadas de 
cada actividad para poder hacer esta deducción. 
El saldo no compensado en los términos indicados 
no dará derecho al contribuyente a reclamar 
devoluciones o créditos sobre el impuesto. 

después de cumplidos estos se regirán por la norma 
contenida en el primer párrafo de este inciso. 

La determinación de las pérdidas quedará a juicio de 
la Administración Tributaria y esta las aceptará 
siempre que estén debidamente contabilizadas como 
pérdidas diferidas.  Aquellas empresas que, por su 
naturaleza, realicen actividades agrícolas 
combinadas con otras actividades, deberán llevar 
cuentas separadas de cada actividad para poder 
hacer esta deducción. 
El saldo no compensado en los términos indicados 
no dará derecho al contribuyente a reclamar 
devoluciones o créditos sobre el impuesto. 

Esta norma es un cambio menor, poco importante, pero definitivamente no 
relacionado con el objeto general del proyecto. 

Pretende cambiar las reglas de gastos deducibles del impuesto sobre la renta, y 
en particular la que permite traspasar pérdidas a diferentes períodos fiscales. 

La norma actual lo permite solo para empresas industriales.  El proyecto viene a 
eliminar esa condición con lo cual aplicaría hoy también para cualquier tipo de 
empresas, incluidas las comerciales. En ese sentido, lo que viene es ampliar la 
cobertura de la regla de beneficio. 

No presenta ningún problema jurídico y su aprobación o no es un asunto 
discrecional. 

ARTÍCULO 21- Sanciones por error, engaño o fraude de ley 

Establece la posibilidad de cancelar la totalidad de los beneficios en caso de que 
se compruebe fraude o engaño, sin perjuicio de las responsabilidades penales. 

La determinación en todo caso requerirá siempre de un debido proceso según los 
procedimientos ordinarios que prevé el Título Segundo de la Ley General de 
Administración Pública.   

La sanción es relativamente benigna pues se trata únicamente de retirar al 
beneficio al que no se tuvo derecho y retribuir por lo recibido. 

No existe realmente una multa o sanción punitiva, sino únicamente el deseo de 
dejar las cosas tal como debieron haber sido.  En todo caso, el régimen 
sancionatorio es un asunto discrecional y no se observan problemas jurídicos de 
ningún tipo. 
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ARTÍCULO 22- Irretroactibilidad (sic.) (Irretroactividad)  

El título tiene un evidente error material que puede ser corregido como simple 
cuestión de forma. 

La norma es reiterativa con la definición de la cobertura que solo aplica para 
nuevas empresas inscritas como tal, por tanto, excluye a los ya inscritos.   

Es redundante con lo anteriormente establecido y por lo tanto puede eliminarse 
por innecesaria. 

ARTÍCULO 23- Reglamentación 

Dado que la potestad reglamentaria de las leyes es una competencia 
constitucional exclusiva del Poder Ejecutivo, y que no se establece ninguna 
consecuencia jurídica asociada al incumplimiento del plazo que se dispone para la 
reglamentación, la norma tiene únicamente el carácter de directriz o mandato 
político. 

IV.- ASPECTOS DE PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO 

 

4.1.- Votación 

 
Este proyecto puede ser aprobado con la mayoría absoluta de los presentes que 
dispone el artículo 119 de la Constitución Política. 

4.2.- Delegación 

Las exoneraciones constituyen materia tributaria, expresamente excluida de la 
posibilidad de delegación a conocimiento de una Comisión Legislativa con 
Potestad Plena, según dispone el artículo 124 párrafo tercero de la Constitución 
Política.  En consecuencia, este proyecto NO puede ser delegado y debe ser 
conocido y votado necesariamente en el Plenario Legislativo. 

4.3.- Consultas Preceptivas 

 

 Caja Costarricense del Seguro Social  CCSS 

 Instituto Nacional de Seguros  INS 

 Banco Central de Costa Rica. Superintendencia de Seguros SUGESE 

 Instituto Nacional de Aprendizaje INA 
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 Instituto Mixto de Ayuda Social  IMAS 

4.4.- Consultas Facultativas 

 

 Banco Popular y de Desarrollo Comunal 

 Dirección Desarrollo Social y  Asignaciones Familiares DESAF. Ministerio 
de Trabajo y Seguridad Social 

 Asociación Cámara de Comercio de Costa Rica 

 Ministerio de Economía Industria y Comercio MEIC 

 Ministerio de Hacienda. Dirección General de Tributación 
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